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I. ANTECEDENTES 

 

1. En la fecha, pasa el asunto de la referencia para considerar el trámite del 

control inmediato de legalidad frente al Decreto 059 de 21 de junio de 2021 

“POR EL CUAL SE DECLARA LA EXISTENCIA DE SITUACIÓN DE 

CALAMIDAD PÚBLICA EN EL MUNICIPIO DE SUÁREZ DEPARTAMENTO 

DEL CAUCA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”.  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

2. SOBRE EL CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD ASIGNADO A LOS 

TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS. 

 

El Gobierno Nacional luego de declarar un estado de excepción, no es el 

único que expide normas jurídicas con el fin de concretar las medidas 

provisionales o permanentes tendientes a superar las circunstancias que lo 

provocaron, también las autoridades territoriales pueden y deben apoyarse 

en ellas con la misma finalidad conforme a los artículos 305 -1- y 315-1- de la 

Constitución Política, pues, Colombia es una República unitaria regida, entre 

otros, por el principio de coordinación de las actuaciones de las entidades 

públicas con cara al cumplimiento de los fines del Estado (arts. 1º, 209, ss., 

298 y 311 C. Po.). 

 

Esas medidas de carácter general que sean expedidas por las autoridades 

territoriales en ejercicio de la función administrativa y que tengan como 

propósito el desarrollo de los decretos legislativos emitidos durante los 

estados de excepción, son objeto de control inmediato de legalidad por parte 

de los tribunales administrativos, de conformidad con los 136 y 151 -14- del 
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Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

del tenor siguiente: 

 

“ARTÍCULO 136. CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD. Las medidas de 
carácter general que sean dictadas en ejercicio de la función administrativa y 
como desarrollo de los decretos legislativos durante los Estados de Excepción, 
tendrán un control inmediato de legalidad, ejercido por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo en el lugar donde se expidan, si se tratare de 
entidades territoriales, o del Consejo de Estado si emanaren de autoridades 
nacionales, de acuerdo con las reglas de competencia establecidas en este 
Código. 
Las autoridades competentes que los expidan enviarán los actos 
administrativos a la autoridad judicial indicada, dentro de las cuarenta y ocho 
(48) horas siguientes a su expedición. Si no se efectuare el envío, la autoridad 
judicial competente aprehenderá de oficio su conocimiento”. 

 
“ARTÍCULO 151. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES 
ADMINISTRATIVOS EN ÚNICA INSTANCIA. Los Tribunales Administrativos 
conocerán de los siguientes procesos privativamente y en única instancia: 
(…) 
14. Del control inmediato de legalidad de los actos de carácter general que 
sean proferidos en ejercicio de la función administrativa durante los Estados 
de Excepción y como desarrollo de los decretos legislativos que fueren 
dictados por autoridades territoriales departamentales y municipales, cuya 
competencia corresponderá al tribunal del lugar donde se expidan”. 

 

La vinculación entre los decretos legislativos emitidos durante los estados de 

excepción y los actos administrativos pasibles de control inmediato de 

legalidad resulta evidente cuando en estos, expresamente, se mencionan 

aquellos como soporte normativo. Sin embargo, en opinión de la Sala, puede 

existir, de manera excepcional, cuando pese a que no se citen textualmente 

los primeros, sí aparecen como premisas normativas tácitas de los segundos, 

pues, la norma transcrita no distingue entre una y otra eventualidad y solo 

exige el “desarrollo” como conector entre tales disposiciones.  

 

Empero, se recalca, la regla principal, acogida recientemente por el Tribunal 

en razón a los pronunciamientos de la Corte Constitucional y del Consejo de 

Estado1, es que los actos pasibles de control inmediato de legalidad, 

corresponden a los que desarrollen o se funden en los decretos legislativos 

proferidos por el Gobierno Nacional en el margo del estado de excepción.  

 

En suma, el sistema de competencias de las entidades y servidores públicos, 

incluida la Rama Judicial, es taxativo conforme a los artículos 6º y 121 de la 

Constitución Política. Por ello si el acto del que se trate fue expedido por fuera 

del marco legal de la declaratoria del estado de emergencia, ya porque 

temporalmente es anterior o posterior a la vigencia de la misma ora porque si 

bien se emitió dentro de ese lapso no fue sustentado en ella expresa ni 

                                                           
1 Cfr. Corte Constitucional, sentencia C-145 del 20 de mayo de 2020 [fundamento jurídico 129]. Y Consejo de 
Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Especial de Decisión nro. 26, auto de 26 de junio de 2020,  
C.P: Guillermo Sánchez Luque, radicado número: 11001-03-15-000-2020-02611-00 
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tácitamente, el Tribunal carece de competencia para analizarlo por la vía del 

control inmediato de legalidad, aunque, por supuesto, sí podría juzgarlo a 

través de las otras previstas en el Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo, previo el cumplimiento de los 

correspondientes requisitos formales. 

 

El Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, a partir 

del artículo 20 de LEEE, que reprodujo el 136 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, tiene dicho que el referido 

control de legalidad tiene las características siguientes2: 

 

a) Se realiza dentro de un proceso judicial, pues lo adelanta una autoridad 
judicial y se decide por sentencia. 

b) Es inmediato o automático, porque el Gobierno Nacional debe remitir el acto 
administrativo para control tan pronto lo expide y porque no requiere 
demanda, sino que es oficioso, por disposición legal.  

c) No suspende la ejecución del acto administrativo.  
d) La falta de publicación no lo impide. 
e) Es integral frente a las directrices constitucionales y legales y a los decretos 

legislativos que le atañen.  

 

Con cara al último requisito, es necesario anotar que la Sala no puede 

limitarse a la mera confrontación de la norma sometida a control con el 

decreto que dispuso el estado de excepción, sino que, además, debe analizar 

la eventual transgresión del ordenamiento jurídico, sino se olvida que esas 

facultades excepcionales sólo pueden utilizarse en circunstancias 

extraordinarias que hagan imposible el mantenimiento de la normalidad 

mediante los poderes ordinarios del Estado, que la ley tiene por objeto 

establecer los controles al ejercicio de las facultades excepcionales del 

Gobierno así como las garantías para proteger los derechos humanos de 

conformidad con los tratados internacionales y que, en general, existen 

límites que no pueden rebasarse conforme lo prevé la citada LEEE. Sobre el 

tema la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, ha dicho:  

 

“…el control de legalidad que ejerce esta jurisdicción sobre los actos 
administrativos de carácter general dictados en desarrollo de los decretos 
legislativos expedidos durante los Estados de Excepción es integral, es decir, 
incluye la revisión de aspectos como la competencia para expedirlo, al 
cumplimiento de los requisitos de forma y de fondo, la conexidad de las 
medidas que se dicten con las causas que dieron origen a su implantación, el 
carácter transitorio y la proporcionalidad de las mismas, así como su 
conformidad con el resto del ordenamiento jurídico, siempre bajo el entendido 
de que ellas hacen parte de un conjunto de medidas proferidas con la exclusiva 
finalidad de "conjurar la crisis e impedir la extensión de sus efectos.”3  

                                                           
2 Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Cp.: Alberto Yepes Barreiro. Bogotá D.C., 5 
de marzo de 2012. Radicación número: 11001-03-15-000-2010-00200-00(Ca). Actor: Gobierno Nacional. 
Demandado: Decreto 505.  
Ver también sentencia del 16 de junio de 2009. Rad. 2009-00305. 
 
3 Sentencia de 3 de mayo de 1999, exp. CA- 011, consejero ponente doctor Ricardo Hoyos Duque. Citada por 
la misma Corporación en la fechada el 22 de febrero 2011. Radicación número: 11001-03-15-000-2010-00452-
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3. ASPECTOS SOBRE LOS QUE RECAE EL CONTROL INMEDIATO DE 

LEGALIDAD. 

 

La Corte Constitucional cuando ha abordado el control inmediato de 

constitucionalidad de los decretos legislativos expedidos por el Gobierno 

Nacional con ocasión de la declaratoria de los estados de emergencia, lo ha 

hecho, conforme a la C-466 de 2017, desde los puntos de vista formal y 

material. 

 

Por el primero, ha verificado si los decretos reúnen los requisitos siguientes: 

(i) que estén motivados, (ii) que estén suscritos por la autoridad administrativa 

competente para emitirlos, (iii) que sean expedidos durante la vigencia y en 

desarrollo del respectivo estado de excepción, y, finalmente, (iv) que 

determinen el ámbito territorial para su aplicación4 

 

Y, por el segundo, ha indagado si fueron expedidos en desarrollo de un 

estado de emergencia económica, social y ecológica, pero a partir de los 

siguientes juicios: (i) de conexidad material y de finalidad, (ii) de ausencia de 

arbitrariedad y de, (iii) de no contradicción específica, (iv) de motivación 

suficiente, (v) de necesidad, (vi) de incompatibilidad, (vii) de proporcionalidad, 

y, finalmente, (viii) de no discriminación. 

 

El Consejo de Estado5, por su parte, ha indicado que el control inmediato de 

legalidad previsto en los artículos 20 de LEEE y 136 del CPACA, también 

nacido de la declaratoria de los estados de emergencia, tiene efectos de cosa 

juzgada respecto de las normas superiores y frente a los temas estudiados, 

y relativa con relación al resto del ordenamiento jurídico; razón por la cual es 

posible que el acto respectivo sea nuevamente controvertido en la jurisdicción 

respecto de otras normas superiores no estudiadas y por aspectos diferentes 

a los analizados y que, además, el análisis de validez debe hacerse 

confrontándolo con todo el universo jurídico, es decir, que dicho control es 

integral. Así lo señaló: 

 

“que la integralidad que se predica de este control, no puede fundarse en los 
mismos parámetros de aquel que le compete a la Corte Constitucional 
respecto de los decretos legislativos, expedidos al amparo de la declaratoria 
del estado de excepción, por expreso mandato superior (arts. 241 numeral 7º 
y 215, parágrafo), porque no es lo mismo revisar una norma legal de excepción 
delante de un número finito de disposiciones (como es la Constitución), que 
revisarla frente al “resto del ordenamiento jurídico”. Si bien es cierto que el 

                                                           
00(Ca). Actor: Gobierno Nacional. Demandado: Ministerio de la Protección Social. Consejero Ponente: Mauricio 
Torres Cuervo. 
4 Corte Constitucional. Sentencias C-722 de 2015, C-300 de 2011, C-244 de 2011, C-233 de 2011, C-216 de 
2011, C-194 de 2011, C-193 de 2011 y C-940 de 2002. 
5 Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Bogotá. Mayo 24 de 2016. Radicación Núm.: 11001 03 15 
0002015 02578-00. Consejero Ponente: Guillermo Vargas Ayala.  
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control automático supone un control integral, no puede pretenderse con ello 
que al ejercer tal control, el juez revise todo el ordenamiento jurídico.”6 

 

También tiene dicho que el control integral involucra el estudio de los 

parámetros y límites, formales y materiales, que deben ser observados por el 

Gobierno Nacional para expedir el acto, lo que equivale a determinar su 

conformidad formal y material (proporcionalidad y conexidad)7 con respecto 

a las normas superiores que directamente le sirven de fundamento, esto es, 

con: a) Las normas constitucionales sobre derechos fundamentales, b) las 

convencionales que limitan a los estados para suspender las garantías y 

libertades fundamentales, c) las constitucionales que rigen los estados de 

excepción, d) la Ley Estatutaria de Estados de Excepción, e) el decreto de 

declaratoria del estado de excepción y f) los decretos legislativos expedidos 

por el Gobierno. 

 

Si tanto la Corte Constitucional como el Consejo de Estado han acudido a los 

referidos parámetros formales y materiales para ejercer sendos controles 

inmediatos de legalidad, el Tribunal también debe hacerlo respecto de los 

actos que expidan las autoridades territoriales por la misma razón. 

 

El Consejo de Estado, en definitiva, ha definido como características8 del 

control inmediato de legalidad, las siguientes: 

 

i) Es un verdadero proceso judicial debido a que, conforme al artículo 20 de 

la Ley 137 de 1994, es una sentencia judicial la que emite la jurisdicción de 

lo contencioso administrativo en dicho trámite. 

 

ii) Es automático e inmediato porque tan pronto como la entidad pública 

expida el correspondiente acto administrativo general para desarrollar los 

decretos legislativos expedidos por el Gobierno Nacional durante los estados 

de excepción, dentro de las 48 horas siguientes, debe enviarlo a la 

jurisdicción contenciosa para que se ejerza el control correspondiente, so 

pena de que la autoridad judicial competente, de oficio, lo revise e incluso sin 

que se haya divulgado. 

 

iii) Es autónomo porque incluso es aplicable a los actos administrativos 

generales expedidos para desarrollar los decretos legislativos proferidos por 

el Gobierno Nacional durante los estados de excepción, antes de que la Corte 

Constitucional se pronuncie sobre la constitucionalidad del decreto que 

                                                           
6 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, fallo de 23 de noviembre de 2010, expediente No. 
2010-00196. C.P. Ruth Stella Correa Palacio. 
7 Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, fallo de 24 de septiembre de 2002, expediente 2002-0697. C.P. 
Alberto Arango Mantilla. 
8 Ver Sentencia del 28 de enero de 2003, exp. 2002-0949-01, M.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez; del 7 de 
octubre de 2003, exp. 2003-047201, M.P. Tarcisio Cáceres Toro, del 16 de junio de 2009, exp. 2009-00305-00, 
y. del 9 de diciembre de 2009. exp. 2009-0732-00, M.P. Enrique Gil Botero. 
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declara el estado de excepción y de los decretos legislativos que expida el 

presidente de la República para conjurarlo. 

 

iv) Es integral por cuanto es un juicio en el que se examina la competencia 

de la autoridad que expidió el acto, la conexidad de este con los motivos que 

dieron lugar a la declaratoria del estado de excepción y con el propio decreto 

legislativo, la sujeción a las formas y la proporcionalidad de las medidas 

adoptadas para conjurar la crisis e impedir la extensión de los efectos del 

estado de excepción.  

 

Es de aclarar que, aunque, en principio, el control integral supone que el acto 

administrativo general, expedido para desarrollar los decretos legislativos 

proferidos por el Gobierno Nacional durante los estados de excepción, se 

confronte con todo el ordenamiento jurídico, pero queda circunscrito a las 

normas invocadas en la respectiva sentencia. 

 

v) Es compatible9 con las acciones públicas de nulidad simple y nulidad por 

inconstitucionalidad, ya que el acto administrativo general expedido para 

desarrollar los decretos legislativos proferidos por el Gobierno Nacional 

durante los estados de excepción puede demandarse posteriormente en 

nulidad simple o en nulidad por inconstitucionalidad, siempre que se alegue 

la violación de normas diferentes a las examinadas en el trámite del control 

inmediato de legalidad. 

 

vi) Es participativo en la medida que los ciudadanos podrán intervenir 

defendiendo o atacando la legalidad de los actos administrativos objeto de 

control. 

 

vii) La sentencia que decide el control inmediato de legalidad hace tránsito a 

cosa juzgada relativa10, porque cuando declara la nulidad total o parcial de 

los actos objeto de control, si bien tiene efecto erga omnes, esto es oponible 

a todos y contra todos, por otro lado, tiene la autoridad de cosa juzgada 

relativa, es decir, sólo frente a los ítems que analizó y decidió. 

 

4. DEL CASO CONCRETO.  

 

4.1. El Consejo de Estado ha indicado que son tres los presupuestos para la 

procedencia del control inmediato de legalidad11: i) que se trate de un acto de 

contenido general; ii) que el mismo se haya dictado en ejercicio de la función 

administrativa, y iii) que el acto tenga como fin desarrollar uno o más de los 

decretos legislativos expedidos durante los estados de excepción. 

                                                           
9 Ver Sentencias de la Sala Plena del Consejo de Estado: del 7 de febrero de 2000, exp. CA-033, M.P. Alier 
Eduardo Hernández Enríquez; del 20 de octubre de 2009, exp. 2009-00549, M.P. Mauricio Fajardo Gómez, y 
del 9 de diciembre de 2009, exp. 200900732, M.P. Enrique Gil Botero. 
 
10 Artículo 189 de la Ley 1437 de 2011 
11 Consejo de Estado, Sentencia del 11 de mayo de 2020, exp. 11001-03-15-000-2020-00944-00 
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4.2. El Decreto 059 de 21 de junio de 2021, “POR EL CUAL SE DECLARA 

LA EXISTENCIA DE SITUACIÓN DE CALAMIDAD PÚBLICA EN EL 

MUNICIPIO DE SUÁREZ DEPARTAMENTO DEL CAUCA Y SE DICTAN 

OTRAS DISPOSICIONES”, fue expedido y suscrito por el alcalde municipal 

de Rosas - Cauca, pero en el marco de las atribuciones constitucionales y 

legales, especialmente las conferidas en el numeral 3º del artículo 315 de la 

Constitución Política, así como en las leyes 136 de 1994 (modificada por la 

1551 de 2012) y 1523 de 2012; facultades con las que cuentan los acaldes y 

que no derivan de la declaratoria de los estados de excepción. 

 

Lo anterior significa que el acto remitido para el trámite de control inmediato 

de legalidad, no desarrolló decreto legislativo alguno, máxime cuando para la 

fecha de su expedición, no se encontraban vigentes los estados de excepción 

declarados con los decretos 417 de 17 de marzo de 2020 y 637 de 06 de 

mayo de 2020. 

 

4.3. En otros términos, si bien el decreto analizado corresponde a un acto 

general dictado en ejercicio de la función administrativa, lo cierto es que no 

tuvo como fin el desarrollar alguno de los decretos legislativos expedidos en 

el marco del estado de excepción, ni tampoco se fundamentó expresa o 

tácitamente ellos; lo que impide que sea objeto de control inmediato de 

legalidad por parte de esta jurisdicción.  

 

4.4. En conclusión, el control inmediato de legalidad resulta improcedente 

frente al Decreto 059 de 21 de junio de 2021, puesto que no fue proferido 

como desarrollo de los decretos legislativos proferidos durante el estado de 

excepción y, en todo caso, tampoco dictado en vigencia de los estados de 

excepción declarados con los decretos 417 y 637 de 2020. 

 

4.5. Con todo, se considera pertinente aclarar que la presente decisión no 

tiene efectos de cosa juzgada y que, por tanto, el referido acto puede ser 

analizado mediante los demás medios de control y/o acciones establecidos 

en el ordenamiento jurídico, si fuere demandado.  

 

En consecuencia, SE DISPONE: 

 

PRIMERO: NO AVOCAR el conocimiento de Control Inmediato de Legalidad, 

contenido en el artículo 136 del CPACA, frente al Decreto 059 de 21 de junio 

de 2021, expedido por el alcalde municipal de Suárez - Cauca.  

 

SEGUNDO: Notifíquese lo decidido a la entidad en comento, a la 

Procuraduría y a la comunidad mediante aviso de conformidad con el CPACA 

y a través de los medios electrónicos correspondientes. 

 

TERCERO. En firme la presente decisión, archívese el expediente. 



Radicación   19001-23-33-001-2021-00218-00 
Referencia   Control Inmediato de Legalidad 
Acto  Decreto 059 de 21 de junio de 2021, expedido por el alcalde municipal de Suárez 

Cauca 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

 

 

 

CARLOS LEONEL BUITRAGO CHÁVEZ 

El Magistrado. 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CARLOS   LEONEL BUITRAGO   CHAVEZ  

 MAGISTRADO 

TRIBUNAL 001 ADMINISTRATIVO  MIXTO DE LA CIUDAD DE 

POPAYAN-CAUCA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 

validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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Obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Honorable Consejo de Estado.  

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 
 
 
 
 

CARLOS LEONEL BUITRAGO CHÁVEZ 
Magistrado 
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El 12 de julio de 2021, pasa el asunto a Despacho para considerar la admisión 

de la demanda de pérdida de investidura de la referencia. No obstante, se 

observa que adolece de los requisitos para admitirla, por lo que, de 

conformidad con lo previsto en el inciso 2° del artículo 8 de la Ley 1881 de 

2018, aplicable por disposición del artículo 22 ibídem1, debe ordenarse su 

corrección en los siguientes términos: 

 

1. Frente a las causales de pérdida de investidura, el artículo 55 de la Ley 

136 de 1994, señala: 

 

“ARTÍCULO   55.- Pérdida de la investidura de concejal. Los concejales 
perderán su investidura por: 
  
1. La aceptación o desempeño de un cargo público, de conformidad con 
el Artículo 291 de la Constitución Política, salvo que medie renuncia 
previa, caso en el cual deberá informar al Presidente del Concejo o en 
su receso al alcalde sobre este hecho. 
  
2. Por violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades o de 
conflicto de intereses. 
  
3. Por indebida destinación de dineros públicos. 
  
4. Por tráfico de influencias debidamente comprobado. 
  
Nota: (Numerales 2, 3 y 4 declarados Exequibles. Sentencia C 473 de 
1997 Corte Constitucional.) 
  

                                                           
1 Art. 22. Las disposiciones contenidas en esta ley serán aplicables, en lo que sea compatible a los procesos de 
pérdida de investidura de concejales y diputados 
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5. La pérdida de investidura será decretada por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo de la respectiva jurisdicción, siguiendo el 
procedimiento establecido para los congresistas, en lo que 
corresponda.” 

 

Por su parte, el artículo 48 de la Ley 617 de 2000, prescribe: 

  

“ARTICULO 48. PERDIDA DE INVESTIDURA DE DIPUTADOS, 
CONCEJALES MUNICIPALES Y DISTRITALES Y DE MIEMBROS DE 
JUNTAS ADMINISTRADORAS LOCALES. Los diputados y concejales 
municipales y distritales y miembros de juntas administradoras locales 
perderán su investidura: 
 
1. Por violación del régimen de incompatibilidades o del de conflicto de 
intereses. No existirá conflicto de intereses cuando se trate de 
considerar asuntos que afecten al concejal o diputado en igualdad de 
condiciones a las de la ciudadanía en general. 
 
2. Por la inasistencia en un mismo período de sesiones a cinco (5) 
reuniones plenarias o de comisión en las que se voten proyectos de 
ordenanza o acuerdo, según el caso. 
 
3. Por no tomar posesión del cargo dentro de los tres (3) días siguientes 
a la fecha de instalación de las asambleas o concejos, según el caso, o 
a la fecha en que fueren llamados a posesionarse. 
 
4. Por indebida destinación de dineros públicos. 
 
5. Por tráfico de influencias debidamente comprobado. 
 
6. Por las demás causales expresamente previstas en la ley. 
 
PARAGRAFO 1o. Las causales 2 y 3 no tendrán aplicación cuando 
medie fuerza mayor. 
 
PARAGRAFO 2o. La pérdida de la investidura será decretada por el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo con jurisdicción en el 
respectivo departamento de acuerdo con la ley, con plena observancia 
del debido proceso y en un término no mayor de cuarenta y cinco (45) 
días hábiles, contados a partir de la fecha de la solicitud formulada por 
la mesa directiva de la asamblea departamental o del concejo municipal 
o por cualquier ciudadano. La segunda instancia se surtirá ante la sala 
o sección del Consejo de Estado que determine la ley en un término no 
mayor de quince (15) días.” 

 

La parte actora invoca como causal la contenida en el artículo 48-6 de la Ley 

617 de 2000, es decir, “por las demás causales expresamente previstas en la 

ley. En el entendido que violaron el artículo 313 de la Constitución Política de 

Colombia en su numeral 8: Elegir Personero para el período que fije la ley y 

los demás funcionarios que ésta determine”. 
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No obstante, dentro del desarrollo de dicha causal, no se explica de manera 

clara por qué el desconocimiento del artículo 313-8 de la Constitución Política 

de Colombia, conlleva a la pérdida de investidura solicitada. Al respecto, la 

jurisprudencia del Consejo de Estado ha precisado que: 

 

“El cumplimiento de estos requisitos de la solicitud no exige en general 
de mayores formalidades o rigorismos, dada la naturaleza pública y la 
finalidad de la acción de pérdida de investidura. La única exigencia que 
requiere de especial rigor, dada su trascendencia frente al derecho de 
defensa del demandado, es la relativa a la “invocación de la causal por 
la cual se solicita la pérdida de la investidura y su debida explicación”. 
Esa exigencia supone que la conducta alegada esté prevista como 
causal de pérdida de investidura de congresista e impone la obligación 
al demandante de ofrecer razones que demuestren que aquella encaja 
en la causal.” 2  

 

Por ello, se hace necesario que la parte actora corrija el texto de la demanda 

y explique, de manera clara dónde está prevista la conducta del artículo 313-

8 de la Constitución Política, como causal de pérdida de investidura. 

 

2. Por otra parte, a pesar de que se demanda la pérdida de investidura de 18 

concejales del municipio de Popayán, la parte actora no aporta la dirección 

para notificación personal de cada uno de ellos, sino que aporta la dirección 

física y electrónico del Concejo Municipal de Popayán. Por ello se ordenará 

que indique de manera específica la dirección de notificación de cada uno de 

los demandados. 

 

En consecuencia, se DISPONE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referencia, según lo expuesto. 

 

SEGUNDO: CONCEDER término de cinco (5) días contados a partir de la 

notificación de la presente providencia, so pena de rechazo, para que la parte 

actora subsane los defectos señalados en la parte motiva de esta 

providencia.   

  

TERCERO: Cumplido lo anterior y/o vencido el término para corregir la 

demanda, pase el asunto a Despacho para continuar con el trámite 

respectivo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

                                                           
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia de 18 de febrero de 
2016, radicado: 50001-23-33-000-2015-00128-01, CP. Guillermo Vargas Ayala. 
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CARLOS LEONEL BUITRAGO CHÁVEZ 
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AUTO INT. TAC-DES002 –ORD- 147 -2021.  
  

Magistrado Ponente: NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ. 

 

Expediente:  19001-23-33-002-2021-00192-00  

Demandante:  ARTURO BOLIVAR OÑATE GARZÓN   

Demandado:  UGPP 

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO –  

   Primera Instancia 

 

Con la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, se reforma el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –Ley 1437 

de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los 

procesos que se tramitan ante esta jurisdicción.  

 

La misma entró a regir el 25 de enero de 2021, con excepción de las normas 

que modifican las competencias de los juzgados y tribunales administrativos 

y del Consejo de Estado, por lo que es del caso observar lo dispuesto en los 

artículos 38 y 42, en cuanto contempló los eventos en los que el juzgador 

deberá dictar sentencia anticipada. 

 

Tales artículos establecen lo siguiente: 

 

Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, el cual será del siguiente tenor:  

 

Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 

prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 

parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si 

fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las 

demás excepciones podrá también solicitar pruebas.  

 

Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 

artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 

la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 

citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que 

cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, 

resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas y estén 

pendientes de decisión.  

 

Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 

excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 

advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad.  
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Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 

falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se 

declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 

previstos en el numeral tercero del artículo 182A.   

… 

 

Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del 

siguiente tenor:  

 

Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas 

con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado 

tacha o desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las 

pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el 

artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de 

controversia. 

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en 

el inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por 

escrito.  

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia 

anticipada con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente 

considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual 

se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.  

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del 

juez. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará 

traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, las partes podrán 

allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará 

traslado por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás 

intervinientes. El juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o 

colusión.  

Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá 

realizarse conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta petición por 

parte del juez, se entenderán desistidos los recursos que hubieren formulado 

los peticionarios contra decisiones interlocutorias que estén pendientes de 

tramitar o resolver.  

3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada 

la cosa juzgada, la caducidad, la transacción, la conciliación, la falta 

manifiesta de legitimación en la causa y la prescripción extintiva.  

4. En caso de allanamiento o transacción de conformidad con el artículo 

176 de este código.  

Parágrafo. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la 

razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del 

numeral 3 de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones 

se pronunciará.  

Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se 

considere. No obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la 

decisión de proferir sentencia anticipada. En este caso continuará el trámite 

del proceso.  

 
 

1. De las excepciones previas  
 

Ahora bien, dentro del presente asunto se corrió traslado de las excepciones 

propuestas por la entidad demandada- UGPP.  
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La Ugpp propuso la excepción de prescripción.  

 

 

1.1. Resolución de la excepción  

 

Sobre la excepción de prescripción, el Tribunal considera que para ser 

resuelta no requiere la práctica de pruebas; sin embargo, como las 

pretensiones se basan sobre un derecho que genera el reconocimiento de 

prestaciones periódicas, ya que se solicita la reliquidación de una pensión, 

se requiere analizar en primer lugar la existencia del derecho y 

posteriormente si este se encuentra afectado de prescripción, por 

lo tanto, se diferirá para resolverse en la sentencia.  

  

 

2. De las pruebas  

 

La parte demandante y la entidad demandada no solicitaron el decreto de 

pruebas, sino tener en cuenta las enunciadas con la demanda y 

contestación. 

 

3. Fijación del litigio  

 

Se tiene que, dentro del presente asunto, hay consenso entre las partes 

respecto del reconocimiento pensional del señor ARTURO BOLIVAR OÑATE 

GARZÓN, que fue beneficiario del régimen de transición; pero se difiere 

respecto de la forma como se reliquidó la pensión.  

 

El objeto de controversia radica entonces, en determinar si hay lugar a 

reliquidar la pensión del señor OÑATE GARZÓN, con todos los factores 

salariales como es pretendido.  

 

3.1. Problema jurídico  

 

De este modo, el problema jurídico se centra en establecer si hay lugar a 

declarar o no la nulidad de la Resolución UGPP RDP 033032 del 24/08/2017, 

Resolución UGPP RDP 037550, del 29/09/2017, Resolución UGPP RDP 040354 

del 24/10/2017, actos administrativos con los cuales la UGPP, negó la 

reliquidación pensional con la inclusión de todos los factores salariales al 

señor ARTURO BOLIVAR OÑATE GARZÓN.  

 

 

4. Traslado de alegatos  

  

Bajo los anteriores razonamientos, al no haber necesidad de la práctica de 

pruebas, se procederá a correr traslado por el término de diez (10) 

días, para que los extremos procesales presenten sus alegatos de 

conclusión, término dentro del cual podrá el Ministerio Público presentar el 

concepto si a bien lo tiene.  

  

Finalizado el traslado de alegatos, se procederá a dictar sentencia 

anticipada por escrito.   
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Por lo expuesto, SE DISPONE:  

 

PRIMERO. - DECLARAR que no hay excepciones previas para resolver dentro 

del presente asunto. 

 

SEGUNDO. - DIFERIR para el momento de dictar sentencia la excepción de 

prescripción propuesta por la UGPP.  

 

TERCERO. - Fijar como objeto del litigio, establecer si hay lugar a declarar o 

no la nulidad de la Resolución UGPP RDP 033032 del 24/08/2017, Resolución 

UGPP RDP 037550, del 29/09/2017, Resolución UGPP RDP 040354 del 

24/10/2017, actos administrativos con los cuales la UGPP, negó la 

reliquidación pensional con la inclusión de todos los factores salariales al 

señor ARTURO BOLIVAR OÑATE GARZÓN.  

 

CUARTO. - TENER como pruebas los documentos allegados con la demanda 

como con la contestación de esta, a los cuales se les dará el valor que 

corresponda al momento de dictar sentencia.   

 

QUINTO. - Correr traslado por el término de 10 días a las partes, para que 

presenten sus alegatos de conclusión, término dentro del cual podrá el 

Ministerio Público presentar concepto si a bien lo tiene. 

 

SEXTO. -Poner a disposición de las partes y el Ministerio Público el expediente 

digitalizado, el cual será remitido junto con el mensaje de datos establecido 

en el artículo 201 del CPACA a través de los correos electrónicos 

suministrados para notificaciones judiciales. 

 

SÉPTIMO. - Vencido el término de traslado se procederá a dictar sentencia 

por escrito. 

 

OCTAVO.- Reconocer personería para actuar en representación de la UGPP, 

al Dr. Carlos Alberto Vélez Alegría, identificado con CC. 76.328.346 y 

T.P.151.741 del C.S.J., conforme el poder otorgado mediante Escritura 

Pública 610 obrante a folio 150 del expediente.  
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Medio de control:   CONTROVERSIAS CONTRACTUALES - Primera instancia 
 

Dentro del asunto en cita se tiene fijado para el martes 19 de julio de 2021 a 

las 9:00 am. la continuación de la audiencia inicial de que trata el artículo 

180 de la Ley 1437 de 2011.  

 

El apoderado de la parte demandada nuevamente presenta solicitud con 

el ánimo que la diligencia se reprograma, porque no se tuvo en cuenta que 

el personal administrativo de esa entidad salió a vacaciones colectivas que 

irían hasta el doce de julio de 2021, por lo que a la fecha la División 

Financiera de la Universidad del Cauca, no ha realizado entrega del 

balance financiero del convenio 1560 y la presentación para estudio del 

comité de conciliación.  

 

Tiendo en cuenta que la audiencia se ha suspendido ante el posible 

acuerdo conciliatorio que puede darse entre las partes, se dispondrá 

aplazar la diligencia.  

 

Por lo anterior, SE DISPONE: 

 

PRIMERO.- APLAZAR la continuación de la audiencia inicial prevista para el 

19 de julio de 2021 a las 9:00 am., dentro del presente asunto.  

 

SEGUNDO.- FIJAR como nueva fecha para la citada audiencia, el 31 de 

agosto de 2021, a las 9:00 am, la cual se desarrollará a través de los medios 

virtuales.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

El Magistrado 

 

 

 

NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ 
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Radicación (Acumulado): 19001-23-33-000-2020-00572-01  

                                             2020-00575  

                                             2020-00587  

Demandantes:              NELSON EDUARDO MONCAYO YÉPEZ Y OTROS 

Demandado:               MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

 

Con providencia del 18 de febrero de 2021, el H. Consejo de Estado, decidió 

revocar la sentencia proferida el 6 de octubre de 2020 por el Tribunal 

Administrativo del Cauca para, en su lugar, rechazar y declarar 

improcedente.  

 

Por tal motivo se estará a lo resuelto por el Superior, y se dispondrá el archivo 

del expediente.  

 

Se DISPONE: 

 

1.-ESTESE a lo resuelto por el H. Consejo de Estado, en providencia del 18 de 

febrero de 2021, mediante la cual decidió revocar la sentencia proferida el 

6 de octubre de 2020, por este Tribunal, dentro del presente asunto. 

 
 

2.- ARCHÍVESE el expediente dentro de los de su grupo, previa cancelación 

de su radicación. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

El Magistrado, 

 

NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ 
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Referencia:   ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO 

Radicación:  19001-23-33-000-2020-00602-01 (Acumulado)1 

Demandante: NIDIA CRISTINA BRAVO NAVIA Y OTROS 

Demandados: MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL   

 

Con providencia del 25 de febrero de 2021, el H. Consejo de Estado, decidió 

revocar la sentencia proferida el 18 de noviembre de 2020 por el Tribunal 

Administrativo del Cauca para, en su lugar, rechazar y declarar 

improcedente la acción de cumplimiento.  

 

Por tal motivo se estará a lo resuelto por el Superior, y se dispondrá el archivo 

del expediente.  

 

Se DISPONE: 

 

1.-ESTESE a lo resuelto por el H. Consejo de Estado, en providencia del 25 de 

febrero de 2021, mediante la cual decidió revocar la sentencia proferida el 

18 de noviembre de 2020 por este Tribunal, dentro del presente asunto. 

 

2.- ARCHÍVESE el expediente dentro de los de su grupo, previa cancelación 

de su radicación. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

El Magistrado, 

NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ 

 
1 Los expedientes acumulados en este proceso corresponden a los radicados 19001-23-33-

001-2020-00578-00, 19001-23-33-001-2020-00638-00, 19001-23-33-002-2020-00582-00 y 19001-

23-33-004-2020-00598-00. 
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